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PETICIÓN 70-08
ADMISIBILIDAD

PEDRO CÉSAR MARCANO
VENEZUELA

19 de marzo de 2013
I.
RESUMEN 

1. El 18 de enero de 2008 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por el señor Pedro César Marcano Urriola (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante también “el Estado”), por haberlo suspendido y posteriormente destituido de su cargo de juez como presunta represalia de las decisiones que adoptó al resolver un recurso de amparo a favor de una importadora.  El peticionario alega que durante el proceso disciplinario se le violaron varios derechos protegidos por la Convención Americana.  En particular, indica que la suspensión se le aplicó sin juicio previo y en ausencia del debido proceso y, en cuanto a su destitución, sostiene que se le aplicó retroactivamente una ley procesal que amplió el término de la prescripción de la acción disciplinaria, la cual, a la fecha en que se inició la investigación disciplinaria, ya debería haber prescrito conforme al criterio prevaleciente a la época en que emitió sus decisiones. 
2. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos a  al debido proceso, principio de irretroactividad, a la indemnización, honra y dignidad, y rectificación los cuales la Comisión observa se encuentra protegidos respectivamente en los artículos 8, 9, 10, 11, 14 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en relación con los deberes generales de respeto y garantía establecidos en los artículos 1 de dicho tratado.  A la fecha del presente informe, la Comisión no ha recibido respuesta del Estado a la petición del señor Marcano.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efecto del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 9 y 25 de la Convención Americana, todos en concordancia con los artículos 1 y 2 de dicho tratado.  Por otro lado, la CIDH considera que la petición es inadmisible por los derechos consagrados en los artículos 10, 11 y 14 de la Convención.  La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual ante la Asamblea General de la OEA. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

4. La Comisión Interamericana recibió la petición el 18 de enero de 2008 y registró la petición bajo el número P-70-08.  El 24 de enero de 2008 recibió información complementaria por parte del peticionario.  El 30 de abril de 2008 la CIDH transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición dándole un plazo de dos meses para presentar información, de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento de la CIDH.  Asimismo, el 21 de septiembre de 2011 la CIDH reiteró al Estado la solicitud de información efectuada el 30 de abril de 2008.
5. El 24 de octubre de 2011 el Estado solicitó se le remitiera de nueva cuenta la información enviada por la Comisión en abril de 2008, misma que fue proporcionada al Estado con escrito de fecha 26 de octubre de 2011 solicitándole remitiera las observaciones que considerara oportunas a la brevedad.  A la fecha de aprobación del presente informe la CIDH no ha recibido respuesta por parte del Estado.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario
6. El peticionario alega que en Venezuela durante el año de 1999 de una manera inusitada varios jueces fueron destituidos de sus cargos sin sustanciarse procesos disciplinarios de conformidad con las garantías del debido proceso. 

7. Indica que a la fecha en que lo destituyeron se desempeñaba como Juez Superior en la Sala Décima de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, a la cual había sido trasladado como titular desde el 1º de julio de 1999, tras la extinción del Juzgado Superior Primero de Hacienda en el cual se había desempeñado como juez. 

8. Sostiene que en noviembre de 1999 tuvo conocimiento, a través de una noticia en un diario de circulación nacional, de que había sido suspendido del cargo de Juez Superior por orden de la Inspectoría General de Tribunales y aparecía en un listado de la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial (CFRSJ).  Indica que si bien la Asamblea Constituyente emitió un decreto mediante el cual procedía suspender a los jueces cuando se comprobara la comisión de faltas graves o cuando estuvieren inmiscuidos en hechos de corrupción, su suspensión se produjo fuera de dichos supuestos y sin juicio disciplinario previo, vulnerando el derecho al debido proceso.

9. Alega que una vez puesta en curso la investigación disciplinaria, en el mismo mes de noviembre rindió declaración ante un funcionario de la Inspectoría y fue cuando pudo conocer que la suspensión estaba relacionada con las actuaciones que tuvo en el marco de un proceso de amparo cuando se desempeñaba en el Tribunal de Hacienda. 
10. Al respecto, sostiene que en el año de 1998 estuvo a cargo de resolver un amparo que decidió en forma favorable de una empresa importadora de embutidos. Indica que, a raíz de dicha decisión, en el año de 1999, la entonces Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia conociendo en consulta el amparo resuelto, revocó sus actuaciones y las remitió a la Inspectoría de Tribunales, la cual inició investigación disciplinaria en noviembre de 1999.
11. Indica que tras la investigación de la Inspectoría, en marzo de 2000 la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema Judicial (CFRSJ) lo destituyó de su cargo de Juez Superior en ausencia de debido proceso.  Sostiene que impugnó esta resolución mediante nulidad del acto administrativo ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, la cual resolvió en forma desfavorable el 19 de julio de 2006, a más de 6 años de interpuesta. Indica que posteriormente, impugnó dicha decisión por vía de revisión ante la Sala Constitucional, la cual el 20 de julio de 2007 resolvió que no había lugar a revisión y ordenó a la dirección Ejecutiva de la Magistratura que en caso de cumplir con los requisitos se procediera a su jubilación. 
12. Sostiene que en el fallo de la Sala Constitucional, en atención a su reclamo, uno de los magistrados emitió un voto salvado en el cual sostiene que se le aplicó al señor Marcano de manera retroactiva una ley menos favorable.  Según lo alegó a nivel interno, para validar el período en que tardó en iniciarse la investigación disciplinaria se le aplicó una ley posterior a la fecha en que emitió sus decisiones en el proceso de amparo, la cual estableció un plazo de prescripción mayor en comparación con el criterio vigente a la fecha en que emitió sus decisiones, el cual, de haber sido aplicado tendría por consecuencia que se hubiese declarado prescrita la acción. Sostiene entonces que la Sala habría resuelto sin tener en cuenta la doctrina de la aplicación de la ley más favorable.
13. En cuanto a los requisitos de admisibilidad, el peticionario manifiesta que al interponer los recursos ante la jurisdicción administrativa (Inspectoría de Tribunales y Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Poder Judicial) y posteriormente ante el Tribunal Supremo de Justicia (Salas Político-Administrativa y Constitucional) agotó los recursos internos que ofrece el Estado.  En relación con el plazo de interposición, indica que tuvo conocimiento de la sentencia de la Sala Constitucional al culminar las vacaciones judiciales, es decir hasta el 15 de septiembre de 2007, por lo que su petición se encuentra dentro del plazo previsto por la Convención.
14. Finalmente, indica que su destitución le ha causado daños materiales, al ser privado de su sueldo y beneficios, pero también morales, debido al señalamiento realizado en su contra por presunta corrupción, ante su entorno familiar, profesional y docente. Por tanto, solicita el reintegro del cargo del que fue destituido o en su defecto al otorgamiento de la jubilación que le corresponde así como al pago de daños y perjuicios.

B. 
Posición del Estado

15. Como se indicó antes, el 24 de octubre de 2011 el Estado solicitó se le remitiera de nueva cuenta la información enviada por la Comisión enviada por la Comisión en abril de 2008, misma que fue proporcionada al Estado con escrito de fecha 26 de octubre de 2011 solicitándole remitiera las observaciones que considerada oportunas a la brevedad. Aparte de esta comunicación, la Comisión no ha recibido ninguna otra información u observación del Estado respecto de esta petición.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia

16. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima al señor Pedro César Marcano, persona individual respecto de quien el Estado venezolano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la República Bolivariana de Venezuela es Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de septiembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación
. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae y ratione temporis para examinar la petición. 
17. Asimismo, la CIDH tiene competencia ratione loci y ratione materiae para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos humanos establecidos en la Convención Americana, y toda vez que los presuntos hechos se habrían perpetrado dentro del territorio de la República Bolivariana de Venezuela, Estado parte del tratado.
B. 
Agotamiento de los recursos internos
18. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

19. En el presente caso, la Comisión observa que contra su suspensión y posterior destitución la presunta víctima ha intentado diversos recursos tanto administrativos como judiciales disponibles en el Estado, por lo que en diversas instancias el Estado ha tenido la oportunidad de conocer sus reclamos y, en su caso, proteger los derechos que alega le fueron violados. 
20. Así, en lo que respecta a su suspensión, de conformidad con información de público conocimiento, el peticionario interpuso recurso contencioso administrativo de nulidad contra la resolución que impuso su suspensión ante la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, la cual, el 2 de mayo de 2000 declinó competencia a la Sala Político Administrativa que resolvió el 4 de julio de 2000, declarando el recurso inadmisible
.  Conforme se desprende del texto de la resolución, el señor Marcano alegó que le habrían sido violados sus derechos a ser notificado y oído, al debido proceso, a la defensa y la presunción de inocencia. También alegó que se había incurrido en “ilegalidad por inmotivación y prescindencia total y absoluta de procedimiento legalmente establecido”
.  Según lo resolvió la Sala Político Administrativa, al tener la medida cautelar la naturaleza de un acto de trámite con ocasión de un procedimiento disciplinario que no había sido concluido por la autoridad administrativa, se excluía “la posibilidad de impugnación ante el órgano jurisdiccional”
.  La Comisión nota asimismo, en la información aportada por el peticionario, que en su escrito de fecha 16 de febrero de 2000 solicitó al Inspector General de Tribunales el levantamiento de la medida de suspensión en su contra.
21. Tras la resolución del 3 de marzo de 2000 por parte de la CFRSJ que lo destituyó de su cargo, el señor Marcano interpuso recurso de nulidad ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en la cual alegó, inter alia, la aplicación retroactiva de la ley menos favorable.  Dicho recurso fue resuelto el 20 de julio de 2006 confirmando lo establecido por la CFRSJ. En su resolución, ante el alegato de aplicación retroactiva, la Sala Política Administrativa indicó que ésta no se configuraba pues a la fecha en que había entrado en vigencia la ley que determinó un plazo de prescripción de tres años, todavía no había prescrito el plazo de la acción disciplinaria conforme a las reglas vigentes al momento de los hechos.
22. Finalmente, el 11 de abril de 2007 el señor Pedro Marcano interpuso recurso de revisión constitucional ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia la cual resolvió el 20 de julio de 2007 declarando que no hay lugar a la revisión constitucional al considerar que no existió transgresión al contenido de una norma de la Constitución y ordenando a la Dirección Ejecutiva de la Magistratura determinar si cumpliera con los requisitos para proceder a su jubilación. En dicha resolución obra un voto particular de uno de los magistrados que señala que le habría aplicado retroactivamente la ley adjetiva que modificó el período de prescripción de la acción disciplinaria.  
23. En vista de lo anterior, y ante la falta de información contradictoria por parte del Estado, a efectos de admisibilidad la Comisión considera que el peticionario ha interpuesto recursos disponibles en el Estado en relación a sus reclamos relacionados con su suspensión y posterior destitución, por lo que diversas instancias en el Estado tuvieron la oportunidad de solucionar los derechos que alega le fueron violados.  En vista de lo anterior y de la falta de respuesta del Estado, la Comisión considera que es razonable el alegato del peticionario en cuanto a que se agotaron los recursos internos en el Estado y encuentra satisfecho el requisito previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención.
C. 
Plazo de presentación de la petición

24. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva a nivel nacional.  Por lo tanto la Comisión Interamericana debe determinar si la petición de que se trata fue presentada dentro de un plazo de seis meses.  En el caso bajo análisis, la CIDH observa que la decisión de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia es de 20 de julio de 2007, notificada posteriormente, y la petición se presentó el 18 de enero de 2008, por lo cual la Comisión considera que fue presentada dentro del plazo previsto en la Convención. 
D. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

25. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.
E. 
Caracterización de los hechos alegados

26. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o es “evidente su total improcedencia”, conforme al inciso (c) de dicho artículo.  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos.  Esta determinación constituye un análisis preliminar, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.
27. En el presente caso, la Comisión observa que el peticionario ha tenido la oportunidad de presentar sus alegatos de fondo ante diversas instancias del Estado en relación a los motivos por los cuales se inició el proceso disciplinario, los cuales fueron resueltos en máxima instancia por el Tribunal Supremo de Justicia.  La Comisión reitera que no está llamada a actuar como tribunal de apelaciones para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que hayan sido cometidos por los tribunales internos que actúen dentro de la esfera de su competencia
. No obstante, en los términos de su mandato de hacer efectiva la observancia de los derechos protegidos en la Convención, la Comisión es necesariamente competente para declarar admisible una petición y pronunciarse sobre el fondo de la misma cuando se sostiene que se ha adoptado una decisión judicial interna desconociendo el derecho a las garantías judiciales, o cuando se han producido otras violaciones de derechos protegidos por la Convención
.
28. La CIDH considera que los reclamos del señor Marcano que se refieren a la aplicación de una medida de suspensión en su contra mientras se encontraba sujeto a una investigación disciplinaria, así como a la presunta aplicación de la ley menos favorable el contra del señor Marcano que habría sido utilizada por los tribunales para validar la investigación disciplinaria y su posterior destitución
, así como la alegada falta de protección por parte de los tribunales internos, podrían caracterizar violaciones a los artículos 8, 9 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1 de dicho tratado. Por lo tanto, la Comisión decide declarar admisibles dichos artículos a los efectos de analizar su posible violación en la etapa de fondo del presente asunto. 
29. Asimismo, la CIDH reitera que ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  En el presente caso, teniendo presente la importancia que la estabilidad de los jueces tiene para asegurar la independencia e imparcialidad del Poder Judicial en una sociedad democrática
, la Comisión considera que corresponde analizar en la etapa de fondo si las disposiciones normativas aplicables que posibilitan sin juicio previo la imposición de una medida cautelar de suspensión de un juez sometido a procedimiento disciplinario, plantea cuestiones relacionadas con el alcance de la obligación del Estado contenida en el artículo 2 de la Convención Americana en relación con el artículo 8 del mismo tratado. 
30. Finalmente, la Comisión considera que el peticionario no ha presentado alegatos que tiendan a caracterizar una violación a los derechos a la indemnización, honra y dignidad, así como al derecho de rectificación consagrados respectivamente en los artículos 10, 11 y 14 de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES
31. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición con respecto a las alegadas violaciones, en perjuicio de la señor Pedro César Marcano Urriola, de sus derechos protegidos en los artículos 8, 9 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con las obligaciones generales consagradas en el artículo 1 y 2 de dicho tratado.  
2. Declarar inadmisible el presente caso con respecto a las alegadas violaciones a los derechos protegidos en los artículos 10, 11 y 14 de la Convención.
3. Notificar esta decisión al Estado venezolano y los peticionarios.
4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.
5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� El 10 de septiembre de 2012 la República Bolivariana de Venezuela notificó al Secretario General de la OEA su decisión de denunciar la Convención americana. Esta denuncia entrará en vigor transcurrido un año a partir de la fecha de su notificación conforme al artículo 78.1 de la Convención Americana y no afecta la competencia para el conocimiento bajo la Convención Americana de hechos anteriores a la entrada en vigencia de dicha denuncia. 


� Tribunal Supremo de Justicia, Exp. 0555, Sent. 01570, 4 de Julio de 2000. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/Julio/01570-040700-0555.htm" �http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/Julio/01570-040700-0555.htm�
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� Tribunal Supremo de Justicia, Exp. 0555, Sent. 01570, 4 de Julio de 2000. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/Julio/01570-040700-0555.htm" �http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/Julio/01570-040700-0555.htm�


� CIDH, Informe No. 12/10, Caso 12.106, Admisibilidad, Enrique Hermann Pfister Frías y Lucrecia Pfister Frías, Argentina, 16 de marzo de 2010; párr. 46; CIDH, Informe No. 10/10, Petición No. 214-08, Admisibilidad, Koempai y otros, Suriname, 16 de marzo de 2010, párr. 43.


� Véase CIDH, Informe Nº 1/03, Caso Nº 12.221, Jorge Omar Gutiérrez, Argentina, 20 de febrero de 2003, párrafo 46, en que se cita CIDH, Informe Nº 39/96, Caso Nº 11.673, Marzioni, Argentina, 15 de octubre del 1996, párrafos 50-51. 


� Véase CIDH, Informe Nº 1/03, Caso Nº 12.221, Jorge Omar Gutiérrez, Argentina, 20 de febrero de 2003, párrafo 46, en que se cita CIDH, Informe Nº 39/96, Caso Nº 11.673, Marzioni, Argentina, 15 de octubre del 1996, párrafos 50-51. 


� Conforme a la información aportada por el peticionario, el plazo de prescripción de 3 años de la acción disciplinaria que se habría aplicado para validar la investigación disciplinaria fue establecido por una ley posterior a la fecha en que el Sr. Marcano emitió sus decisiones (mayo y junio de 1998). Según el criterio de la Corte Suprema prevaleciente a la fecha en que ocurrieron los hechos, en ausencia de normativa especial para la prescripción de la acción disciplinaria contra los jueces, el vacío normativo era suplido por las normas atinentes al derecho penal que señalaban el plazo de 1 año para la prescripción, con lo cual, según lo señaló el peticionario en sus recursos interpuestos, a la fecha del inicio de la investigación disciplinaria (noviembre de 1999) la acción debería de haberse declarado prescrita. Ver tribunal Supremo de Justicia, Sala Constitucional, Expediente 07-0498, 20 de julio de 2007. 


�Corte I.D.H., Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 
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